
Las adaptaciones en estos términos no requieren una capacitación específica en la formación del 
profesorado para el ejercicio de la docencia en las enseñanzas de régimen especial para alumnado con 
discapacidad. Tampoco esto, por lo tanto, supondría en ningún caso el incremento del coste antes señalado.

En nuestra consideración, por lo tanto, la Sugerencia en su día realizada por esta Institución no sólo 
mantiene hoy su plena vigencia, sino que no admite ya más demora en su aplicación.

1.4.3. Análisis de las quejas admitidas a trámite. Enseñanzas Universitarias
En este sub-epígrafe se relacionan las quejas tramitadas durante 2019 en materia universitaria 

con excepción de las quejas relacionadas con el personal docente universitario o con el personal de 
administración y servicios adscrito a las universidades, que son objeto de análisis dentro del subapartado 
denominado “empleo público”.

Por razones de espacio comenzaremos resumiendo, aunque sea de forma somera, algunas cuestiones de 
interés planteadas en las quejas tramitadas durante 2019, dedicando los siguientes epígrafes a un análisis 
más específico y detallado de aquellas cuestiones que consideramos que presentan mayor interés, ya sea 
por el tema debatido o por las actuaciones desarrolladas.

Así, entre los asuntos tratados durante 2019 debemos reseñar la cuestión planteada en la queja 19/0467 
por un grupo de 29 personas que denunciaban los perjuicios derivados para las mismas de la paralización 
del procedimiento de otorgamiento de las becas de internacionalización, concedidas al amparo del programa 
“Cátedras andaluzas de internacionalización”, consistentes en unas subvenciones de las que resultaban 
beneficiarias las universidades solicitantes, aunque los verdaderos destinatarios de las actividades formativas 
financiadas eran los jóvenes andaluces que reunían los requisitos para su realización.

Después de unas pruebas de selección, en julio de 2018 se llevó a cabo el curso de formación de las 
personas elegidas pero, en enero de 2019, se comunicó, por sus respectivas universidades, que se había 
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denegado, por la entonces Secretaría General de Emprendimiento, Economía Social e Internacionalización, 
estas subvenciones al parecer por un defecto de forma en la presentación de la solicitud de subvenciones 
basándose en un informe de la Intervención General de la Junta de Andalucía.

En síntesis, las personas que acudieron a esta Institución solicitaban, como adjudicatarias de las becas, 
que se les notificara individualmente la resolución denegatoria de estas subvenciones ante la absoluta 
indefensión en que se encontraban y que se solucionara en vía administrativa esta situación pues su carrera 
profesional estaba paralizada por la demora en la concesión de unas becas que habían solicitado y habían 
resultado adjudicatarias.

Tras admitir a trámite la queja, nos dirigimos a la Secretaría General de Acción Exterior, incardinada en la 
Consejería de Presidencia, Administración Pública e Interior, que nos respondió con un completo informe 
dando cuenta de todos los pasos que había seguido el otorgamiento de estas subvenciones.

Por último, y como resumen de todo este proceso, la Secretaría General de Acción Exterior nos decía que 
en julio de 2019 se habían fiscalizado los expedientes por la Intervención Delegada y se habían tramitado 
las resoluciones de concesión de las subvenciones previstas y se había atendido todas las peticiones de 
información realizadas por las personas beneficiarias de las becas “a pesar de que la relación directa de 
las personas beneficiarias de las becas es con las universidades, entendiendo que era necesario aportar 
claridad a todo el proceso realizado”.

Con ello entendimos que no eran precisas nuevas actuaciones por parte de esta Institución por cuanto que 
el problema estaba en vías de solución, dando así por concluida nuestra intervención en este expediente 
de queja.

También merece ser destacado el problema analizado en la queja 19/0372, ya que pone de manifiesto las 
consecuencias perjudiciales que pueden derivarse de una aplicación poco rigurosa por algunas universidades 
de las estipulaciones contenidas en una norma de ámbito estatal que les resulta de aplicación.

El problema afectaba a algunas personas que habían cursado estudios en universidades andaluzas con 
arreglo a los planes educativos previos a la implantación del denominado Plan Bolonia, culminando sus 
estudios con posterioridad a septiembre de 2017. Cuando estas personas solicitaron la expedición de su 
título se encontraron con la desagradable sorpresa de que se les indicaba que dicha expedición no era 
posible porque estaba bloqueada por el ministerio correspondiente, que tampoco permitía la expedición 
de certificados sustitutorios del título por parte de las universidades afectadas.

La base del conflicto estribaba en el contenido del Real Decreto que regula las titulaciones (Real Decreto 
1393/2007, 29 de octubre), cuya disposición transitoria segunda establecía 2017 como fecha límite para 
la expedición de títulos por estudios cursados con arreglo a planes previos a Bolonia. La dicción literal de 
este precepto dejaba sin opción a título a quienes culminaron sus estudios con posterioridad a 2017.

Resulta difícil entender las razones por las que algunas Universidades andaluzas, pese a la claridad 
meridiana del precepto, decidieron extender estos estudios pre-Bolonia hasta 2018, poniendo así en riesgo 
la expedición de los títulos correspondientes a los egresados en ese año.

Sea como fuere, la única aparente solución al problema creado pasaba por convencer al Estado de la 
necesidad de modificar la disposición transitoria segunda del Real Decreto 1393/2007, introduciendo alguna 
matización que permitiese la expedición de los títulos obtenidos fuera de plazo.

A esta tarea se entregaron las Universidades afectadas, consiguiendo finalmente éxito en el empeño, ya 
que en el BOE de 15 de marzo de 2019 se publicó el Real Decreto 103/2019, de 1 de marzo, por el que se 
aprueba el Estatuto del Personal Investigador Predoctoral en Formación, en cuya Disposición Final Primera 
se modifica el Real Decreto 1393/2007, de 29 de octubre, posibilitando que las universidades pudieran 
poner a disposición de los interesados el certificado sustitutorio de su título.

Debemos destacar también las diversas quejas recibidas en relación con la denegación a alumnos de 
la Universidad de Córdoba de la bonificación del 99% prevista en la normativa reguladora de los precios 
públicos por la realización de estudios universitarios por no aportar en plazo la declaración responsable que 
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acredita que no reunían los requisitos económicos para ser beneficiarios de una de las becas concedidas 
por el Ministerio (queja 18/3864, queja 19/4380 y queja 19/3864).

La normativa es clara al respecto: no es posible compatibilizar la bonificación del 99% con las becas que 
otorga el Ministerio; por tanto, para acceder a la bonificación del 99% es necesario acreditar que o bien no 
se ha solicitado la beca del Ministerio por no reunir los requisitos económicos para obtenerla, o bien se ha 
solicitado la beca pero la misma ha venido denegada. La forma de acreditación en el primer supuesto es 
una declaración responsable que tiene que presentarse en el momento procesal oportuno, determinado 
en las normas de matriculación.

Lo llamativo de los supuestos planteados en las quejas de referencia era el absurdo error cometido por 
los solicitantes de matrícula al señalar que habían solicitado beca del Ministerio cuando lo cierto es que no 
habían solicitado la misma. Este error generaba una situación de difícil solución ya que, al haber marcado 
la opción de solicitantes de becas del Ministerio, el sistema no les requería la aportación de la declaración 
responsable que permitía incluirlos entre los beneficiarios de la bonificación del 99%, sino que esperaba 
hasta conocer si la beca les había sido concedida o no para, en caso de denegación, incluirlos entre dichos 
beneficiarios. Como es lógico, al no haber solicitado beca la misma no aparecía en los listados del Ministerio 
como denegada, lo que les impedía acceder a la bonificación del 99 por 100.

Aparte de lo absurdo del error cometido, que suponía la pérdida de una bonificación muy relevante, 
otra cuestión que llamaba nuestra atención es que el problema afectase a un número al parecer bastante 
significativo de alumnos de la Universidad de Córdoba sin que nos constasen quejas similares en otras 
universidades.

Por estos motivos, pese a tener claro que la responsabilidad última por la exclusión de la bonificación 
era directamente imputable a quienes cometieron el error al cumplimentar el proceso de matriculación, 
consideramos oportuno interesar información de la Universidad de Córdoba para esclarecer si existía algún 
factor que pudiera haber contribuido a estos errores.

El informe remitido por la Universidad, aún pendiente de una evaluación más detenida, no parece 
considerar que haya existido ningún factor que pueda explicar este anómalo proceder, más allá del simple 
error cometido por los solicitantes. Sin dudar de esta respuesta, no podemos por menos que señalar que 
resulta algo sorprendente que hasta un total de 78 solicitantes de matrícula en la Universidad de Córdoba 
hayan cometido el mismo error de marcar la casilla como solicitantes de beca, cuando ninguno de ellos 
había solicitado dicha beca, perdiendo así la bonificación del 99 por 100 a que hubieran tenido derecho.

Por último nos parece oportuno reseñar la recepción de varias quejas en relación con la exigencia de 
acreditación del nivel B1 de conocimiento de una lengua extranjera para la expedición del título de grado. 
Se trata de un requisito establecido por un acuerdo entre las Universidades andaluzas, que cuenta con 
un importante respaldo dentro de la comunidad universitaria -al que se adhiere esta Institución- pero que 
también es objeto de cuestionamiento desde diversas perspectivas.

Así, hay quienes consideran que es una exigencia que no cuenta con el necesario amparo legal; quienes 
sostienen que estas enseñanzas para ser exigibles deberían venir insertas en los planes de estudio 
universitarios; quienes se cuestionan su coste y demandan su inclusión en la normativa reguladora del precio 
público por los servicios universitarios; quienes discrepan de los acuerdos adoptados por limitar el número 
de lenguas extranjeras que pueden ser acreditadas o por establecer que certificados son válidos; etc.

Se trata de una cuestión ciertamente controvertida y sobre la que es frecuente recibir escritos de queja. 
Muestra de ello en el año 2019 son la queja 18/7390, la queja 19/0476, la queja 19/1068, la queja 19/7120.

1.4.3.1. Personas con dislexia y pruebas de acceso a la Universidad
Para garantizar la igualdad de oportunidades de las personas que padecen algún tipo de discapacidad 

o presentan necesidades educativas especiales, la normativa que regula la realización de las pruebas de 
acceso a la Universidad -Pevau- establece diversas medidas de adaptación que facilitan a esta personas 
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la realización de las citadas pruebas. Estas medidas de adaptación están diseñadas en función del tipo de 
discapacidad o necesidad educativa especial que tengan estas personas.

Estas adaptaciones pueden ser muy diversas, aunque las más extendidas son las que posibilitan un tiempo 
adicional para realizar las pruebas, las que facilitan su entrega en formatos especiales o permiten que se 
utilicen determinados medios de apoyo para la realización de las mismas. Para que una persona pueda 
beneficiarse de estas medidas de apoyo es necesario que el centro educativo en el que cursó los estudios 
de bachillerato cumplimente un modelo acreditando la necesidad educativa especial y solicitando una 
determinada adaptación. Esta solicitud debe ser aprobada posteriormente por el órgano universitario que 
coordina las pruebas de acceso.

Las personas con dislexia son uno de los colectivos que pueden beneficiarse, y de hecho se benefician, de 
este tipo de medidas de adaptación. Sin embargo, recibimos la queja 19/2699, remitida por unos padres 
que denunciaban el perjuicio para su hija afectada de dislexia, como consecuencia del cambio de criterio de 
la Universidad de Jaén respecto de las condiciones de realización de la prueba de acceso a la Universidad 
para el alumnado con esta necesidad educativa especial.

Según relataban, en el Instituto donde su hija estaba cursando 2º de bachillerato les entregaron el modelo 
oficial, denominado “ANEXO II, Certificado del equipo técnico provincial para la orientación educativa y 
profesional”, en el que se acreditaba su condición de persona con dislexia y se solicitaba como medida 
de adaptación una prolongación de 30 minutos del tiempo de realización de las pruebas y la exención 

de la prueba ortográfica. Sin embargo, con 
posterioridad, el centro les comunicó que se les 
había concedido la prórroga de media hora, pero 
se les había denegado un tratamiento especial 
en relación a los problemas ortográficos.

A juicio de los promotores de la queja “es 
como si a una persona con miopía le dicen 
que no puede llevar gafas el día del examen”. 
Consideraban que esta situación condicionaba 
la nota de selectividad de su hija, no le permitía 
como al resto de sus compañeros poder obtener 
una calificación en función de sus conocimientos 
y le restaba posibilidades de realizar los 
estudios que deseaba, añadiendo que incluso 
podría no superar las pruebas.

Los interesados denunciaban que esta decisión 
contradecía las actuaciones realizadas en años 
precedentes por la Universidad de Jaén que 
eximía de la corrección ortográfica al alumnado 
con dislexia que realizaba las pruebas de acceso 
a la Universidad. Asimismo denunciaban que no 
se les hubiera informado del cambio de criterio 
con la antelación suficiente para preparar 
adecuadamente estas pruebas.

Del análisis de la normativa vigente al respecto 
del alumnado con dislexia que realiza las 
pruebas de acceso a la Universidad, pudimos 
deducir que no existe una normativa de ámbito 
estatal que regule la materia por lo que cada 
Comunidad Autónoma adopta sus propios 
criterios.
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Por lo que se refiere a Andalucía, rige una normativa de 2014 que regula las condiciones de realización de 
las pruebas de acceso por el alumnado con necesidades educativas especiales.

Dicha norma incluye un modelo de documento que han de cumplimentar los equipos de orientación de 
los institutos y en los que se especificarán las adaptaciones que precisa cada alumno para la realización de 
las pruebas en función de sus necesidades educativas especiales.

Dicho documento es remitido a la Universidad donde el alumno ha de realizar la prueba de acceso, 
correspondiendo a cada Universidad valorar las adaptaciones realizadas y pronunciarse sobre su aceptación 
o rechazo.

En el caso del alumnado con dislexia las adaptaciones mas comunes incluyen la ampliación del tiempo de 
realización de las pruebas, la posibilidad de realizarlas en aula aparte o la ayuda del profesorado para la 
comprensión de los enunciados. Existe también un apartado genérico, denominado “otras adaptaciones” 
que puede ser cumplimentado por los orientadores de los institutos para añadir alguna petición adicional.

Este apartado genérico es el que, al parecer, ha sido utilizado por los institutos de algunas provincias 
andaluzas para solicitar la “exención de la prueba ortográfica”.

Por lo que se refiere a otras Comunidades Autónomas, hemos podido conocer que hay varias que no 
tienen ninguna regulación al respecto y, de las que la tienen, ninguna reconoce la exención de las pruebas 
ortográficas. Las más “generosas” son Cataluña y Baleares que incluyen, junto a las adaptaciones normales, 
la posibilidad de que el examen sea objeto de una revisión especial en relación a las cuestiones ortográficas 
por un profesor especializado en la problemática de la dislexia.

La Comunidad de Madrid, que ha regulado recientemente el tema, no admite la exención de las pruebas 
ortográficas, aunque ofrece diversas adaptaciones que incluirían, además de las reseñadas como normales, 
la posibilidad de lectura oral del examen para su mejor comprensión, la utilización de un tipo de letra 
especial -mas grande del normal- y la utilización en determinados casos de un procesador de texto.

Realizada esta somera investigación y dada la urgencia del asunto planteado por la inminencia de las 
pruebas de acceso a la Universidad, se realizaron gestiones para conocer los criterios de actuación de 
las Universidades andaluzas en relación con el alumnado con dislexia que se presenta a las pruebas de 
selectividad.

Dichas gestiones nos permitieron conocer que en las Universidades de Ganada y Sevilla y, posiblemente, 
en la Universidad de Málaga, no admiten la exención de la prueba ortográfica, limitándose únicamente a 
ofrecer un plazo adicional (media hora) para realizar las pruebas y la posibilidad de hacerlo en aula aparte.

Por lo que se refiera a la Universidad de Jaén, contactamos con el Defensor Universitario de Jaén, para 
conocer los criterios seguidos en dicha Universidad y la veracidad acerca de la afirmación del interesado 
de que se había producido un cambio de criterio en esta cuestión. El Defensor Universitario, tras las 
oportunas consultas, informó que, efectivamente, la Universidad de Jaén, al igual según parece que otras 
Universidades andaluzas, venían admitiendo la posibilidad de exención de la corrección ortográfica para 
el alumnado con dislexia.

Este criterio cambia tras una reunión, sobre el mes de febrero, de la Comisión Interuniversitaria que 
organiza las pruebas de acceso, en la que se acordó que no era posible dicha exención, tras una consulta 
oral realizada a la inspección de educación de la Junta de Andalucía. Dicho cambio de criterio no fue 
trasladado en su momento a los diferentes centros educativos para que informaran a los alumnos afectados.

Tras analizar la situación creada, valoramos en primer lugar la oportunidad de iniciar una actuación de 
oficio ante las autoridades universitarias andaluzas a fin de que por las mismas se aborde una regulación más 
específica de las adaptaciones a realizar al alumnado con dislexia en las pruebas de acceso a la Universidad, 
teniendo en cuenta las opiniones de los expertos en la materia y consultando a las asociaciones de dislexia.

Con independencia de ello, y por lo que se refiere al caso planteado en la queja, se consideró que una 
solución podría ser que la Universidad de Jaén, dado el cambio de criterio operado por la misma y la falta 
de información en plazo al alumnado, considerase la posibilidad de realizar una revisión de los exámenes del 
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alumnado con dislexia por parte de un profesor con conocimientos específicos de tal problemática (siguiendo 
el modelo catalán), sin que ello supusiese incumplir el acuerdo adoptado por la Comisión Interuniversitaria.

Esta posibilidad se le trasladó a la madre de la alumna afectada, que manifestó su conformidad con la 
misma, aunque manteniendo su posición discrepante con el cambio de criterio de la Universidad de Jaén.

Asimismo, se trasladó esta posibilidad al Defensor Universitario de Jaén, solicitándole la realización de 
las oportunas gestiones ante los responsables universitarios competentes.

Finalmente tuvimos conocimiento de que la alumna afectada había podido superar la prueba de selectividad 
contando con la colaboración de la Universidad de Jaén que había tenido en cuenta sus circunstancias 
personales y, específicamente, su problema de dislexia.

A la vista de la información recibida se consideró procedente el archivo del expediente por entender 
que el problema planteado ha sido solucionado. Respecto a la cuestión de fondo, se ha desarrollado un 
proceso de mediación con la Consejería de Educación y Deportes en la queja 19/1999, a instancias de una 
asociación de personas con dislexia, que ha concluido con acuerdo de las partes, como se detalla en el 
capítulo segundo, correspondiente a mediación, de este Informe.

1.4.3.2. Oferta adaptada a las personas celíacas en los comedores universitarios
El Defensor del Pueblo Andaluz inició de oficio la queja 19/2251 cuando, con ocasión de la tramitación de 

la queja 17/3599, pudimos conocer la problemática a la que se enfrentan las personas con celiaquía que 
estudiaban en la Universidad de Granada, que no disponían, en aquellos momentos, de una oferta específica 
para personas con intolerancia al gluten en los comedores universitarios. Los menús que se ofrecían sólo 
informaban de los alérgenos presentes en el mismo, pero no ofrecían alternativas que atendiesen las 
necesidades específicas de las personas que padecen esta enfermedad.

Tras la intervención de esta institución el problema quedó solventado al implantar la Universidad de 
Granada una oferta de menú para personas celiacas en uno de sus comedores.

Posteriormente se recibió un nuevo escrito que dio lugar a la queja 19/1412 planteando idéntica 
problemática respecto de la Universidad de Málaga y pidiendo la intervención de esta Institución para 
dar solución al mismo en relación con dicha Universidad y con las restantes universidades andaluzas que 
pudieran presentar idéntica carencia en su oferta de servicios.

Considerando que la cuestión planteada afectaba a los derechos e intereses de un colectivo social 
relevante, como son las personas con celiaquía, se consideró oportuna la apertura de una queja de oficio, 
al amparo de lo dispuesto en el articulo 10 de la Ley 9/1983, del Defensor del Pueblo Andaluz, con objeto de 
investigar cuál es la situación en las distintas universidades andaluzas en relación a esta cuestión y proponer, 
en su caso, la adopción de medidas que permitieran dar una respuesta adecuada a las necesidades de las 
personas afectadas por celiaquía.

A tal fin nos dirigimos al resto de universidades públicas andaluzas solicitando que nos informaran si en 
los comedores se incluía una oferta específica para las personas con celiaquía y, en caso de no ser así, que 
se nos indicara si estaba previsto adoptar algún tipo de medida al respecto.

Tras analizar las respuestas que nos han hecho llegar las distintas Universidades hemos podido comprobar, 
con satisfacción, que el problema se encuentra ya solucionado o está en vías de solución.

Así, son varias las Universidades que cuentan ya con ofertas específicas en, al menos, alguno de sus 
comedores para atender las necesidades de las personas con celiaquía, estando prevista su extensión al 
resto de comedores universitarios, mediante la inclusión de dicha exigencia en los pliegos de prescripciones 
técnicas de los contratos de concesión de los servicios de cafetería y restauración.

En algunas Universidades, como la Universidad de Córdoba, la existencia de ofertas alimentarias específicas 
no sólo beneficiaba a las personas con intolerancia al gluten sino también a otros colectivos. En efecto, 
los Pliegos de Prescripciones Técnicas aprobados obligan a que en las ofertas figuren “menús de dietas 
especiales” que reúnan las siguientes características: “Cubrir las necesidades especiales de los usuarios 
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con dietas adaptadas a patologías o a requerimientos de tipo filosófico o religioso. Entre ellos se deben 
ofrecer menús adaptados a personas que padezcan intolerancia al gluten, a la lactosa y alergia a algún 
alimento; además, para personas de religión musulmana, ovo-lacto-vegetarianos y veganos”.

Estos menús especiales pueden estar incluidos obligatoriamente en la oferta diaria de los servicios de 
restauración o estar sujetos a demanda previa de la persona interesada, cuya antelación varía según las 
Universidades consultadas, aunque normalmente han de solicitarse con una antelación mínima de 24 horas, 
para lo que suelen existir herramientas informáticas.

Entendemos que con las medidas adoptadas la atención a las personas con intolerancias alimentarias 
en los comedores universitarios quedará garantizada en un breve plazo de tiempo. Si acaso, quedaría 
pendiente la inclusión de este tipo de ofertas en las máquinas de expendedoras instaladas en los recintos 
universitarios.

1.4.4. Actuaciones de oficio, Colaboración de las Administraciones y 
Resoluciones no aceptadas

1.4.4.1. Actuaciones de oficio
Por lo que se refiere a las actuaciones de oficio, en materia de educación no universitaria, a 

continuación se relacionan las iniciadas en el año 2019:

– Queja 19/0970, dirigida a la Delegación Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas Sociales 
y Conciliación en Córdoba, relativa a la escasez de recursos personales para atender a alumnos con 
discapacidad en el colegio Noreña de Córdoba.

– Queja 19/2947, dirigida a la Delegación Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas Sociales 
y Conciliación en Sevilla, relativa al trato vejatorio conferido a una alumna con necesidades educativas 
especiales en un colegio de Dos Hermanas (Sevilla).

– Queja 19/5084,dirigida a la Delegación Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación en Granada, relativa al cierre de unidades en los colegios rurales de la Alpujarra 
(Granada).

– Queja 19/6146, dirigida a la Consejería de Educación y Deporte, relativa a la situación de 37 colegios 
de la provincia de Jaén que se habían quedado sin el servicio de comedor escolar por renuncia de la 
empresa adjudicataria a continuar prestando el servicio.

– Queja 19/6294, dirigida a la Delegación Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas 
Sociales y Conciliación en Cádiz, relativo al fallecimiento en el colegio de un alumno escolarizado en 
un centro específico de educación especial de Algeciras (Cádiz).

– Queja 19/6852, dirigida a la Delegación Territorial de Educación, Deporte, Igualdad, Políticas Sociales 
y Conciliación en Sevilla, relativo a la ausencia de Profesional Técnico de Integración Social (PTIS) en 
un instituto de Mairena del Aljarafe (Sevilla).

– Queja 19/6853, dirigida a la Consejería de Educación y Deporte, relativa a la atención educativa que 
se presta al alumnado que habita en zonas con riesgo de despoblamiento.

En lo que se refiere a las actuaciones de oficio iniciadas en 2019 en materia de educación universitaria, 
a continuación se relacionan las mismas:

– Queja 19/2251, dirigida a las universidades de Almería, Cádiz, Córdoba, Huelva, Jaén, Málaga, 
Sevilla y Pablo de Olavide, relativa a la existencia de menús adaptados a personas con celiaquía en 
los establecimientos de restauración existentes en las citadas universidades.
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http://defensordelmenordeandalucia.es/el-centro-educativo-si-dispone-de-personal-para-atender-al-alumnado-con-discapacidad
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